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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 6 de setiembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Roncoroni, Negri, Hitters, Genoud, Soria, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 86.037, "Gojam S.C.A. contra Provincia de Buenos Aires. Expropiación".

A N T E C E D E N T E S


La Sala III de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata revocó el decisorio apelado elevando el monto expropiatorio allí fijado a $ 1.050.000 con más los intereses desde el 18 de diciembre de 2001 hasta el efectivo pago. Costas de ambas instancias a la demandada vencida.


Se interpuso, por la señora representante del Fisco, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


1. En lo que interesa destacar, conforme los límites impuestos por el recurso, la Cámara a quo, atendiendo a doctrina de esta Corte sobre el tema que concita el reclamo, y teniendo especialmente en cuenta la confrontación de las pericias valoradas en origen, fundó su decisión de elevar el monto expropiatorio fijado en que cobraban relevancia, como dato para la valuación, los loteos de similares características a los establecidos por la ley 12.183, pues habiendo sido "ocupados", mal podían considerarse anteriores enajenaciones de las propias parcelas a esos efectos (fs. 478).


Entendió también que no existía violación al método comparativo pues debía considerarse, a los efectos evaluativos de la magnitud económica de la parcela, su parcialización o "loteo", teniendo por cumplidas las "comparaciones" efectuadas por el perito de la actora en tanto el Fisco no logró refutar la asignación de entidad acreditante de las enajenaciones a los boletos de compraventa (fs. 479 vta.).


Seguidamente, desestimando los argumentos del juzgador de origen para disminuir la indemnización, decidió su elevación (fs. 481).


2. Contra este pronunciamiento interpone la señora representante del Fisco recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley por el que denuncia la violación de los arts. 17 de la Constitución nacional; 384 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial y 8, 9 y 35 de la ley 5708. También alega absurdo en la valoración de la prueba (fs. 491).


Aduce, en resumen, que en la actualidad, la verdadera y real condición jurídica del inmueble sujeto a expropiación es la de una fracción en block, sin que se registre subdivisión alguna conforme a plano 004‑104‑86, de manera que así se hubiera producido su venta de haberse desalojado el bien (492 vta.). Por ello sostiene que, al adoptar la estimación efectuada por el experto de la actora, que determina el valor de la parcela como si estuviera subdividida en lotes, transgrede la doctrina de esta Corte emanada de la causa Ac. 48.195 (sent. del 18‑V‑1993) y Ac. 33.592 (sent. del 29‑X‑1985); (fs. 493).


Agrega que omitió el fallo la aplicación de los arts. 8, 9 y 35 de la ley 5708, argumentando sobre la base de acontecimientos hipotéticos (la eventual subdivisión de la parcela) y provocando con ello un enriquecimiento ilícito para el expropiado (fs. 494).


En cuanto a la aplicación del antecedente de esta Corte Ac. 56.165, sostiene que el recurso del Fisco se rechazó por insuficiente sin que se pronunciara por mayoría sobre el fondo de la cuestión (fs. 494 vta.).


3. El recurso debe prosperar.


En oportunidad de votar en la causa Ac. 56.165 (sent. del 15‑VII‑1997, en "Acuerdos y Sentencias", 1997‑III‑925), la que considero sustancialmente análoga a la presente, adherí al voto del, en ese entonces, ministro de esta Corte, doctor Laborde, quien sostuviera que "... La conclusión que estima justo tomar el valor de un `loteo de hecho´ efectuado por los ocupantes ilegítimos de la fracción es desacertada...".


"... Es sabido que en el mercado inmobiliario resulta sustancialmente diferente el precio final de una fracción de terreno cuando a ésta se la estima en bloque o loteada...".


"... Pero para lograr que se apruebe el loteo de una fracción de tierra, deben cumplirse ineludiblemente una serie de requisitos administrativos:


a) Plano de subdivisión adecuado al régimen municipal que corresponda, confeccionado por profesional idóneo;


b) aprobación municipal de dicho plano;


c) aprobación por la Dirección de Geodesia...".


"... Es a partir de la aprobación de tal subdivisión que los lotes adquieren individualidad identificándoselos por su nomenclatura catastral y número de Partida...".


"... Por lo tanto, equiparar el "loteo de hecho" resultado de una ocupación ilegal por intrusos, con una subdivisión legal aprobada administrativamente para adjudicar, así, un mayor valor a los terrenos a expropiar, carece no sólo de sustento legal sino que implica dar incentivos a un proceder ilegítimo favoreciendo tales ocupaciones...".


Sigue diciendo el distinguido ex colega: "... En autos no existe constancia alguna que acredite que el expropiado haya dado cumplimiento, previo a la expropiación, a los trámites antes indicados por lo que el "loteo de hecho" carece de relevancia jurídica (conf. arts. 8 y 9, ley 5708; 499 ‑su doctrina‑, Cód. Civ.)...".


A lo que yo agrego, en coincidencia con lo sostenido por quien recurre, que la propia ley que declara la utilidad pública del bien dispone que la subdivisión deberá ser tramitada por el Organismo de Aplicación ante quien corresponda (art. 4, ap. c; fs. 54) luego de la transmisión del dominio al Estado. De manera que, con posterioridad a la ley el propietario se encontraba impedido de tramitar la citada división, que nunca se produjo.


El fallo que vengo transcribiendo continúa: "... Por lo demás tal equiparación no se compadece con la doctrina del Tribunal en el sentido de que el valor aludido por el art. 8 de la ley 5708 debe referirse al que hubiese tenido el bien expropiado de no haber sido declarado de utilidad pública o la obra no hubiese sido ejecutada o autorizada (art. 9, ley cit.; doct. causas Ac. 48.195, sent. del 18‑V‑1993; Ac. 33.592, sent. del 29‑X‑1985; etc.)...".


Considerando atinadas estas expresiones, agregué las referencias que incorpora Canasi ("Tratado Teórico Práctico de la Expropiación Pública", t. II, p. 506 y sigts.) quien recuerda que el valor de la tierra fraccionada, o valor de loteamiento, ha sido reconocido por la jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación cuando se trata de una división "materializada". Es decir, cuando el propietario ha hecho una división de su terreno en lotes menores con el fin de venderlos por cada unidad. Si dicho loteamiento está efectivizado, con aprobación e inscripción en el Registro de la Propiedad o en el Catastro municipal, entonces se ha "materializado" y está en condiciones de venderse lote por lote. Estos casos, lógicamente, tienen en su conjunto, al ser expropiados, un valor mayor que el que tenía la fracción de tierra antes de la subdivisión.


No es el caso de autos y, por tanto, hallo en la sentencia recurrida quebrantamiento a lo dispuesto en los arts. 8 y 9 de la ley 5708, como consecuencia de la consideración a lo dictaminado en la pericia ofrecida por la actora, en la que se tuvo en cuenta principalmente la eventual posibilidad de la confección de un plano de subdivisión, otorgándole el valor correspondiente a cada lote (v. fs. 477 vta.).


Con ello se ha violentado también la manda del art. 35 de la ley 5708 que claramente prohibe, a los efectos de la fijación de la indemnización, tomar en consideración las "... ganancias hipotéticas...".


En este sentido cabe razonar que, de no mediar la ley expropiatoria y los motivos que determinaron su sanción y promulgación, ante la usurpación del inmueble al propietario debía acudir para recuperarlo a la acción reivindicatoria. Suponiendo que lograra éxito en tal emprendimiento, que se procediera al desahucio de los ocupantes y que recuperara el señorío sobre la tierra, ¿con qué se encontraría?. Pues con un inmueble en block y si quisiera disponer su venta en lotes debería cumplir con la tramitación administrativa antes descripta. Va de suyo entonces que la expropiación no puede constituirse en una fuente de lucro inesperada para el ex propietario.


4. Si lo que dejo expuesto es compartido, corresponderá hacer lugar al recurso, dejándose sin efecto la indemnización fijada (art. 289, C.P.C.). Los autos volverán al tribunal de origen, para que integrado como corresponda, establezca el nuevo monto indemnizatorio conforme a lo aquí decidido y defina la imposición de costas del proceso.


Voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Roncoroni, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


Considero que el recurso no puede prosperar.


En efecto, sostuvo el tribunal que "... tal como previene la aludida ley 12.183, el inmueble sujeto a expropiación será adjudicado, en propiedad a título oneroso y por venta directa a sus actuales ocupantes...". Con tal motivo "... la Municipalidad de Avellaneda debe ... transferir los lotes expropiados a los ocupantes que resulten adjudicatarios, gestionar la subdivisión de las parcelas de acuerdo a las ocupaciones existentes..." (fs. 478).


En razón de ello, entendió que se daba en la especie esta "singular circunstancia", meritada por la Corte en la causa citada por el distinguido colega que me precede en la decisión, la cual resultó de gran significación como dato valuatorio para el experto ofrecido por la parte actora (fs. cit.).


En este sentido advirtió que la enumeración del art. 12 de la ley 5708 no excluía pautas de valoración de los inmuebles como las que se dan en el caso "... en que aparece un fundo a expropiar, ya ocupado y aún urbanizado, con trazado de calles, pavimentos, luz eléctrica, gas, alumbrado público, y agua corriente ... que se va a destinar a ser enajenado en `loteos´ a quienes lo ocupan en distintas fracciones, circunstancias que evidentemente inciden en la valoración de la estimación indemnizatoria..." lo cual no fue considerado por el perito que intervino por el Fisco (fs. 478 vta.; el subrayado pertenece al original).


Agregó que la apelante se desentendió de refutar la valoración efectuada por el juzgador de origen que al analizar la documentación respaldatoria del muestreo de enajenaciones de lotes en zonas cercanas concluyó que "la efectivización de la transferencia de dominio no les quita verosimilitud a los valores pactados en dichas operaciones..." (fs. 479).


A mi juicio dichos considerandos del fallo son inconmovibles y de manera alguna ha podido la recurrente demostrar la sinrazón de los mismos (doct. art. 279, C. P. C. y C.).


Tiene dicho esta Corte que cuando se pretende impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis no basta con presentar la propia versión del impugnante sobre el mérito de las mismas, sino que es necesario realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciante y demostrar cabalmente que padecen de un error grave, palmario y fundamental (conf. Ac. 44.240, sent. del 28‑V‑1991; Ac. 43.900, sent. del 30‑IV‑1991; etc.); extremo que no advierto en la especie.


Por lo dicho voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adhiero al voto del doctor de Lázzari. Si bien en otras oportunidades, en las cuales el meollo litigioso era similar incliné mi parecer hacia una solución distinta a la que aquí propicio; lo fue porque la situación se presentaba ante esta Corte en forma también diversa (causas Ac. 56.165, sent. del 15‑VII‑1997, y Ac. 76.149, sent. del 30‑VIII‑2000). Y esto último derivado de la propia estructura lógico argumental de las sentencias, como así de los contenidos de los recursos contra ellas interpuestos en cada caso.


En la primera de las causas mencionadas el rechazo del remedio extraordinario vino a partir de su insuficiencia, toda vez que el impugnante dejó inatacados fundamentos de la sentencia relativos al justo valor fijado por el a quo.


En la restante, y en la cual ocupé la posición de primer votante, se concitó mayoría respecto a la consideración como cuestión de hecho a la relacionada con la fijación del "justo valor", y a su vez sobre la inexistencia consiguiente de absurdo.


En la presente en cambio, la denuncia no tiene como centro la apreciación de la prueba que ha efectuado el tribunal de alzada. La violación que la queja pone al desnudo se refiere a la aplicación de normas jurídicas.


Las consideraciones incluidas en la sentencia de la Cámara de Apelaciones objeto de análisis, y que el distinguido colega doctor Negri que me precede en el voto, señala y entiende como inatacadas por el recurrente, sellando en su parecer la suerte adversa del embate, no conforman a mi criterio, fundamentos independientes o desligados de aquel que, sustancialmente sostiene el "justo valor" fijado por el a quo y que, como se ha advertido, se halla en contradicción con específicas directivas legales que rigen la materia.


De acuerdo a lo que arroja la pericia realizada por el agrimensor propuesto por la parte accionante (fs. 318/320 y fs. 407/408), y que la sentencia impugnada ha seguido sin apartamiento alguno, tales criterios han sido tenidos en cuenta por el experto para conformar el valor asignado a cada uno de los lotes en los que, para su cometido valuatorio, ha dividido "indebidamente" la fracción mayor expropiada.


Por lo dicho voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


Adhiero al voto del doctor de Lázzari.


Agrego a los fundamentos del colega que el expropiado en su demanda se refiere a la parcela en su conjunto y no a los lotes que la componen (ver fs. 141 vta.).


Por lo que aún cuando alguna de las pericias haga referencia al valor de los lotes singularmente considerados la pretensión resarcitoria expresada en la demanda de expropiación inversa no incluyó tal subdivisión.


Por lo expuesto voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I. El tribunal de la instancia, al determinar el valor de la indemnización expropiatoria del inmueble que motiva el presente pleito, lo hizo considerando un informe pericial donde se lo valuaba subdividido en posibles 32 lotes, reconociendo ‑por tanto‑ a favor del expropiado un crédito de mayor magnitud económica.


Para así decidir tuvo en cuenta el propio texto de la ley 12.183 en tanto el inmueble a ser expropiado sería luego retransmitido por la autoridad de aplicación a sus actuales ocupantes, lo que necesariamente acarrearía el fraccionamiento de la parcela en cuestión. De allí concluye el a quo en otorgar relevancia como datos valuatorios a enajenaciones en "loteos" de similares características para precisar el real valor del bien involucrado. Funda su pronunciamiento en el art. 12 de la ley 5708.

II. El Fisco provincial se agravia mediante la interposición del presente recurso extraordinario denunciando la violación de diversas normas constitucionales y legales, así como absurdo en la valoración de las pruebas.


En lo sustancial, denuncia que la determinación del valor expropiatorio en el modo efectuado por la instancia importa, de un lado, prescindir de la verdadera y real condición jurídica del inmueble al momento de decidirse su expropiación ‑esto es, la constancia registral de un solo bloque dominial‑ (cfr. fs. 492 vta./493) y del otro, recurrir a meras hipótesis o simples conjeturas sobre el futuro estatus del bien para fundar la obligación de pagar un "plus" (indebido) por una "subdivisión" de hecho (asimilándola a la legal) ... una condición que la cosa no tiene, ni desde el punto de vista jurídico (no existe en la realidad jurídica ni registral) ni económico (no aumentaría los beneficios de una venta posterior), ni financiero (no exime al Estado de pagar los costos de la subdivisión), ni práctico, ya que la supuesta apertura de calles, o la división por razones funcionales del terreno puede modificarse o desaparecer en el momento de regularizar la situación ...> (conf. fs. 496/496 vta.).


Concluye señalando que la metodología utilizada desoye el "valor objetivo" que debe representar la indemnización expropiatoria conforme el art. 35 de la ley 5708, compensando meras ganancias hipotéticas con un claro enriquecimiento sin causa del expropiado y un simétrico empobrecimiento del expropiante.


III. 1. Tiene dicho esta Suprema Corte que es facultad de los jueces de grado determinar el justo valor expropiatorio mediante el análisis de la prueba rendida en el expediente, en especial la pericial, de modo que establecer el mérito y fundamento de los informes de los expertos, así como las circunstancias fácticas que en el caso concurren, son cuestiones que no pueden ser revisadas en sede extraordinaria salvo absurdo el cual debe ser demostrado por quien lo invoca (cfr. doct. causa Ac. 88.486, "Rivera Moirano", sent. del 14‑IX‑2005 y sus citas).


Mas también es cierto que la alegación de que el método seguido por el sentenciante para arribar a dicha determinación pueda importar la neutralización de valores reales propios del bien expropiado, es susceptible de constituir agravio bastante si el vicio que se le imputa al pronunciamiento encierra también un quebranto de garantías constitucionales y de las normas legales que reglamentan el modo de fijar la indemnización expropiatoria (conf. C.S.J.N., Fallos, 258:179), tal como acontece en el sub discussio.


2. Habilitada, entonces, la revisión casatoria, la respuesta a la cuestión planteada se impone afirmativa.


Los agravios del Fisco son de recibo pues, resultan descalificables los informes periciales que toman valores de lotes para supuestos donde no existe división (conf. C.S.J.N., Fallos, 239:336) así como los pronunciamientos judiciales que al fijar la indemnización formulan hipotéticas divisiones del inmueble cuando se ha probado que ellas no existen (conf. C.S.J.N., Fallos, 240:308), o que no aplican una deducción económica cuando lo que se expropia no son pequeños lotes sino una superficie en block que elimina las contingencias que podrían resultar de su fraccionamiento y posterior venta (conf. C.S.J.N., Fallos, 237:813). Y ello es así, pues lo contrario conlleva enriquecer sin causa al expropiado desde que en la venta en supuestos lotes, a diferencia de la enajenación en bloque, el precio es mayor al incidir la existencia de un número superior de compradores y por ende competencia de precio entre los posibles interesados (conf. arg. C.S.J.N., Fallos, 237:817), lo que no trasunta en la especie.


No dejo de advertir las particularidades que reúne el sub lite donde el inmueble sujeto a expropiación luego será retransmitido a sus actuales ocupantes con la finalidad del asentamiento en él de sus respectivas viviendas, lo que aparejará ‑como lúcidamente lo señala el sentenciante de grado‑ su presumible fraccionamiento entre los devenidos nuevos titulares.


Sin adentrarme en la adecuación o no de semejante procedimiento a los preceptos constitucionales que rigen el instituto expropiatorio desde que ningún cuestionamiento sobre tal extremo se ha efectuado en el expediente ‑tal como lo señala el recurrente‑, no es menos ponderable que el mecanismo pergeñado por el legislador expropiante genera interrogantes a la hora de la aplicación por los jueces de las pautas contenidas en la ley 5708 para la determinación de la justa indemnización debida por el Fisco.


Es que, el método denominado "de lote a bloque" utilizado en diversas oportunidades para establecer un valor del bien expropiado más ajustado al real de plaza (y que, de la lectura de los fundamentos del fallo examinado parece haber influido en la decisión atacada), no depende ‑a tenor de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación‑ de la efectiva división del inmueble en los hechos, sino de la posibilidad comprobada de aquélla, de su concreta iniciación y del razonable destino del bien a ese fin (conf. Fallos, 258:179 cit.).


Empero, dicha metodología de cálculo ha sido receptada como adecuada a las garantías constitucionales y pautas legales que enmarcan el débito expropiatorio en ausencia de otros elementos de juicio convincentes relacionados con el bien expropiado en bloque (conf. C.S.J.N., Fallos, 242:180). Semejante déficit no se advierte en la especie a poco que se observe en el informe pericial que da cuenta de supuestos similares donde recayeran pronunciamientos judiciales determinando la indemnización por la expropiación de inmuebles ubicados a escasa distancia del que motiva el presente pleito (cfr. 383).


IV. Por las consideraciones vertidas y haciendo míos los argumentos expuestos por el doctor de Lázzari, en el ap. 3, séptimo párrafo y siguientes de su voto, habré de adherir a la solución que propone el colega en el ap. 4 de su opinión, votando también por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, deberá hacerse lugar al recurso extraordinario interpuesto, dejándose sin efecto la indemnización fijada (art. 289, C.P.C.). Los autos volverán al tribunal de origen, para que integrado como corresponda, establezca el nuevo monto indemnizatorio conforme a lo decidido y defina la imposición de costas del proceso.


Notifíquese.
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